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Ciudad de México. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión de veinte de junio de dos mil dieciocho, emite la siguiente:
S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelve el amparo directo en revisión **********, interpuesto por **********, contra la sentencia dictada el 19 de enero de 2018 en el amparo directo ********** del índice del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.  

ANTECEDENTES

1. Juicio de origen. La quejosa **********, demandó la nulidad de la resolución de 31 de mayo de 2011 emitida en el expediente número ********** por la Subdirectora Divisional de Procesos de Propiedad Industrial del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, en la cual se declara administrativamente la caducidad del registro marcario **********, propiedad de la ahora recurrente. 
2. Sentencia. La Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa -ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa-, dictó sentencia el 13 de septiembre de 2016, en la que reconoció la validez del acto impugnado.
3. Juicio de Amparo y conceptos de violación. Inconforme con la decisión anterior, la quejosa **********. promovió demanda de amparo, misma que se registró con el número de expediente ********** del índice del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
En sus conceptos de violación la quejosa aduce, fundamentalmente, que la Sala responsable realizó una incorrecta distribución de las cargas probatorias y no valoró debidamente las pruebas ofertadas para demostrar que no era procedente declarar la caducidad de la marca **********, habida cuenta que soslayó que operó la figura de abandono de la solicitud respectiva, así como la de cosa juzgada en relación con el uso de la marca. Asimismo, señala que la divergencia de los estándares probatorios en relación con el uso de las marcas empleadas por la propia responsable al resolver asuntos similares, vulnera lo previsto en los artículos 1701 y 1703 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, 2 del Convenio de París, 3, 42 y 43 del Acuerdo sobre Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio.

4. Sentencia de amparo impugnada. El Tribunal Colegiado del conocimiento, determinó negar el amparo. En lo que resulta materia del presente recurso de revisión, calificó de inoperante la pretendida violación de preceptos convencionales derivada de la divergencia de las determinaciones adoptadas en sentencias con antecedentes similares, pues el presente asunto es independiente y autónomo de otro que hubiese resuelto la propia Sala responsable.
Por otro lado, calificó de infundados los conceptos de violación vinculados con la distribución de las cargas probatorias, la falta de adminiculación de pruebas y la presentación de éstas fuera del período probatorio, ello, al estimar que de acuerdo a la naturaleza del procedimiento administrativo de origen corresponde a la quejosa la carga de la prueba, razón por la cual considera correcta la determinación de la Sala en el sentido de que en la especie no se acredita el uso de la marca ********** para efectos de exportación en el periodo sujeto a prueba (29 de julio de 2006 al 29 de julio de 2009), consideración que deriva del análisis adminiculado del material probatorio aportado. 

Que lo anterior, de forma alguna constituye una incongruencia con las determinaciones de la Sala o el incumplimiento de sentencias de amparo previamente pronunciadas en la secuela procesal del presente asunto, pues en éstas no se ordenó a la responsable estimar acreditado el uso de la marca de referencia sino únicamente valorar las pruebas ofrecidas, corregir ciertas incongruencias y pronunciarse con libertad de jurisdicción sobre el uso de la marca en los términos previstos por el artículo 62 del Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial. 
Por último, señala que el reconocimiento de la validez de la resolución impugnada en el juicio de nulidad no vulnera el principio pro persona, ya que esta herramienta de interpretación de forma alguna implica que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca. 

5. Revisión de la parte quejosa y agravios. En contra de la anterior determinación, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus agravios aduce, en esencia, que en la sentencia recurrida se realizó una incorrecta interpretación de los artículos 130 y 152 de la Ley de la Propiedad Industrial, y 62 de su Reglamento, al haberse determinado que el uso de una marca para efectos de exportación implica demostrar su uso en territorio nacional; asimismo, insiste en que al resolver asuntos similares, la Sala responsable emplea diversos estándares probatorios para tener por demostrado ese extremo, lo cual resulta contrario a lo previsto en diversos tratados internacionales en materia de propiedad intelectual, habida cuenta que la contradicción de lo decidido en las diversas resoluciones que ha dictado durante la secuela procesal pone de manifiesto la violación del artículo 42 del Acuerdo sobre Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio, así como el derecho de acceso a la justicia que tutela el artículo 17 constitucional, al no garantizarse un procedimiento justo y equitativo. 
CONSIDERANDO QUE
6. Esta Segunda Sala es legalmente competente para conocer el presente recurso, con fundamento en los artículos 107, fracción IX
, de la Constitución Federal; 83 de la Ley de Amparo
; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, y el Punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013
.

7. El recurso de revisión en el juicio de amparo directo se encuentra regulado en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II
, de la Ley de Amparo.
8. Conforme a los preceptos mencionados, las resoluciones en juicios de amparo directo que emitan los tribunales colegiados de circuito no admiten recurso alguno, salvo que cumplan dos requisitos. El primero se refiere a que las sentencias impugnadas: a) decidan sobre la constitucionalidad de normas generales; b) establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, o c) hayan omitido dicho estudio, cuando se hubiese planteado en la demanda de amparo. Los anteriores supuestos son alternativos. Es decir, basta que se dé uno u otro para que en principio resulte procedente el recurso de revisión en amparo directo.
9. El segundo requisito consiste en que los temas de constitucionalidad a analizar permitan fijar un criterio de importancia y trascendencia, de conformidad con los acuerdos emitidos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Al respecto, el Tribunal Pleno emitió el 8 de junio de 2015 el Acuerdo General 9/2015, cuyo Punto Segundo sostiene que un asunto permitirá fijar un criterio de importancia o trascendencia cuando:
a) Se trate de la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o

b) Las consideraciones de la sentencia recurrida entrañen el desconocimiento u omisión de los criterios emitidos por la Suprema Corte referentes a cuestiones propiamente constitucionales.
10. De lo anterior se advierte la naturaleza excepcional del recurso de revisión tratándose de juicios de amparo directo. Es decir, que por mandato constitucional se reservó la posibilidad de recurrir las sentencias dictadas por un tribunal colegiado de circuito únicamente en los casos en que subsista un genuino problema de constitucionalidad, excluyendo la posibilidad de revisar los problemas jurídicos de mera legalidad en los cuales los referidos órganos colegiados son terminales.
11. En ese sentido, y en vista de los antecedentes así como las constancias que obran en el expediente, se advierte que en el caso no se acredita el primer requisito de procedencia, toda vez que no subsiste un planteamiento de constitucionalidad que pueda ser materia del presente medio de impugnación, ya que el Tribunal Colegiado del conocimiento no resolvió sobre la constitucionalidad de normas generales, tampoco estableció la interpretación directa de un precepto constitucional ni de los derechos humanos contenidos en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, ni mucho menos omitió atender tales tópicos, ya que no fueron planteados en la demanda de amparo.
Es así, ya que la litis del presente juicio de amparo se limitó al análisis de los siguientes aspectos de legalidad: 
· Distribución de cargas probatorias y valoración de pruebas relacionadas con el uso de la marca cuya declaratoria de caducidad se reclamó en el juicio contencioso administrativo de origen.

· Posible contravención a diversos instrumentos internacionales suscritos por el Estado Mexicano en materia de propiedad intelectual, al emplearse por la Sala responsable diversos estándares probatorios para analizar si se encuentra acreditado el uso de la marca controvertida, al resolver asuntos similares. 

· Aparente inconsistencia de las resoluciones dictadas por la Sala responsable en cumplimiento a las sentencias dictadas en los juicios de amparo promovidos durante la secuela procesal. Específicamente, por cuanto se refiere a que el uso de la marca controvertida adquirió la calidad de cosa juzgada.

· Interés jurídico de la ahora tercero interesada en el procedimiento administrativo de origen en tanto se alega que operó la figura de abandono de la solicitud de caducidad de la marca en comento. 
De lo anterior, se advierte que los argumentos hechos valer por la ahora recurrente se traducen en aspectos jurídicos de mera legalidad y, por ende, su análisis no puede ser materia del recurso de revisión en amparo directo, tal como se desprende de la jurisprudencia 2a./J. 53/98, emitida por esta Segunda Sala, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES”.

12. En mérito de lo expuesto y conforme a lo resuelto en el amparo directo en revisión 6686/2016 en sesión de veintidós de marzo de dos mil diecisiete, esta Segunda Sala concluye que el presente asunto no reúne los requisitos de procedencia, razón por la cual:
RESUELVE

ÚNICO. Se desecha el recurso de revisión.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, devuélvanse los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Presidente Eduardo Medina Mora I. La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, se encuentra legalmente impedida para conocer del presente asunto.
Firman los Ministros Presidente y Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

PONENTE

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ

En términos de lo dispuesto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en el segundo párrafo del artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
HHVP/mgm.
� “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:


IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras”;


� “Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del recurso de revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de constitucionalidad.


El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales, distribuirá entre las salas los asuntos de su competencia o remitirá a los tribunales colegiados de circuito los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine”.


� “Artículo 21. Corresponde conocer a las Salas:


(…)


III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito:


a) Cuando habiéndose impugnado la constitucionalidad de un reglamento federal expedido por el Presidente de la República, o de reglamentos expedidos por el gobernador de un Estado o por el Jefe del Distrito Federal, o en los conceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en estas materias, se haya decidido o se omita decidir sobre la misma inconstitucionalidad o interpretación constitucional; y (…)”.


� “Las Salas resolverán los asuntos de su competencia originaria y los de la competencia del Pleno que no se ubiquen en los supuestos señalados en el Punto precedente, siempre y cuando unos y otros no deban ser remitidos a los Tribunales Colegiados de Circuito”.


� “Artículo 81. Procede el recurso de revisión: (…)


II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del pleno”.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Segunda Sala, Tomo VIII, Agosto de 1998, Página 326, Registro195743.
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